
  Análisis comparativo económico en los programas de reparación integral de víctimas 1 
 

ANÁLISIS COMPARATIVO ECONÓMICO EN LOS PROGRAMAS 

DE REPARACIÓN INTEGRAL DE VÍCTIMAS DEL CONFLICTO 

EN MÉXICO Y PERÚ, REFERENTES PARA EL CASO COLOMBIANO 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

DANIEL ARMANDO GUZMÁN MEDINA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

 

UNIVERSIDAD MILITAR NUEVA GRANADA 

FACULTAD DE CIENCIAS ECONÓMICAS 

BOGOTÁ, D. C. 

2016 



  Análisis comparativo económico en los programas de reparación integral de víctimas 2 
 

ANÁLISIS COMPARATIVO ECONÓMICO EN LOS PROGRAMAS  

DE REPARACIÓN INTEGRAL DE VÍCTIMAS DEL CONFLICTO  

EN MÉXICO Y PERÚ, REFERENTES PARA EL CASO COLOMBIANO 

 

 

 

DANIEL ARMANDO GUZMÁN MEDINA 

 

 

 

 

 

Ensayo presentado como requisito de grado para optar 

al título de ECONOMISTA 

 

 
 

 

 

Dr. CARLOS ANDRÉS VERGARA TAMAYO 

Asesor  

 

 

 

 

 

 

 

 

UNIVERSIDAD MILITAR NUEVA GRANADA 

FACULTAD DE CIENCIAS 

PROGRAMA DE ECONOMÍA 

BOGOTÁ, D. C. 

2016 



  Análisis comparativo económico en los programas de reparación integral de víctimas 3 
 

Nota de aceptación 

 

___________________________ 

___________________________ 

___________________________ 

___________________________ 

___________________________ 

 

 

 

___________________________ 

Firma del presidente del jurado 

 

 

 

___________________________ 

Firma del jurado 

 

 

 

___________________________ 

Firma del jurado 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Bogotá, D.C., Marzo de 2016. 



  Análisis comparativo económico en los programas de reparación integral de víctimas 4 
 

Contenido 

 

Pág. 

 

Introducción ....................................................................................................................... 7 

Capítulo I ............................................................................................................................ 9 

Acciones de violencia producto del conflicto interno en Perú ........................................... 9 

1.1 Estimación de victimas producto del conflicto interno (1980-2000 .......................... 11 

1.2 Los  efectos  económicos  como  resultado de la violencia (conflicto interno 

Peruano) ........................................................................................................................... 15 

1.3 Programas de desarrollo para la atención y reparación de víctimas del Perú ............ 19 

Capítulo II ........................................................................................................................ 24 

Programas de Reparación y Víctimas (México)……………………………..…………..24 

2.1 Consecuencias económicas de la violencia, producto del narcotráfico en México ... 24 

2.2 Índice de letalidd 2008 – 2014 en México ................................................................. 33 

2.3 Programación, operación y presupuesto de la CEAV, 2014 ...................................... 43 

Capítulo III ....................................................................................................................... 47 

Conflicto armado en Colombia (Orígenes) ...................................................................... 47 

3.1 Estadísticas del conflicto armado en Colombia ......................................................... 51 

3.2 Consecuencias  de  las acciones violentas asociadas al conflicto sobre el crecimiento 

económico en Colombia ................................................................................................... 53 

Conclusiones .................................................................................................................... 61 

Referencias ....................................................................................................................... 65 

 



  Análisis comparativo económico en los programas de reparación integral de víctimas 5 
 

Lista de tablas 

 

Pág. 

 

Tabla 1. Perú 1980-2000: Estimados y límites de los intervalos de confianza del total de 

víctimas fatales causadas por el conflicto armado interno, según agentes responsables 

(Nivel de confianza: 95%). .............................................................................................. 12 

Tabla 2. Perú 1980-2000: Estimados y límites de los intervalos de confianza de la 

diferencia entre los estimados calculados del total de víctimas fatales atribuidas a los 

agentes responsables (Nivel de confianza: 95%). ............................................................ 13 

Tabla 3. Perú: costos de la violencia, 1980-1988............................................................. 17 

Tabla 4. Programas de desarrollo para atención y reparación de víctimas en Perú. ........ 19 

Tabla 5. Registro de víctimas individuales para reparaciones económicas. .................... 22 

Tabla 6. Civiles muertos y heridos e índice de letalidad en enfrentamientos por fuerzas 

de seguridad federal.  2008 – 2014. ................................................................................. 37 

Tabla 7. Programas de desarrollo para atención y reparación de víctimas en México. ... 39 

Tabla 8. PEF 2014. Estado del ejercicio al 31 de octubre.  Resumen por programa  

presupuestal (Cifras en miles de pesos con un decimal). ................................................. 45 

Tabla 9. Cuadro comparativo entre los pises Perú, México, Colombia –aspectos socio-

económicos...……………………………………………………………………………58 

 

 

 

 



  Análisis comparativo económico en los programas de reparación integral de víctimas 6 
 

Lista de gráficas 

 

Pág. 

 

Gráfica 1. Perú 1980-2000: Estimados e intervalos de confianza al 95% del total de 

víctimas fatales del Conflicto Armado Interno, según región. ........................................ 14 

Gráfica 2. Homicidios totales y homicidios relacionados al narcotráfico, 2003-2010. ... 27 

Gráfica 3. Denuncias presentadas ante agencias del ministerio público por cada 100.000 

habitantes, 2000-2010. ..................................................................................................... 33 

Gráfica 4. Total de enfrentamientos con presuntos miembros de la delincuencia 

organizada por tipo de fuerza de seguridad (2008 – 2014). ............................................. 35 

Gráfica 5. Presupuesto Institucional CEAV en miles de pesos mexicanos. .................... 43 

 

 

 

 

 

  



  Análisis comparativo económico en los programas de reparación integral de víctimas 7 
 

ANÁLISIS COMPARATIVO ECONÓMICO EN LOS PROGRAMAS  

DE REPARACIÓN INTEGRAL DE VÍCTIMAS DEL CONFLICTO  

EN MÉXICO Y PERÚ, REFERENTES PARA EL CASO COLOMBIANO 

 

INTRODUCCIÓN 

 

Los países con graves problemas de orden público enmarcados en un conflicto interno 

armado, donde impera la corrupción, el narcotráfico, y los grupos alzados en armas, por 

concepción social y popular, pero con tendencia a la delincuencia, son artífices de 

escenarios de sangre y miseria, que afecta a las poblaciones vulnerables en zonas de alto 

riesgo. 

 Estos cambios organizacionales de los últimos tiempos convirtieron a países 

como Colombia y México en grandes aliados en el lavado de dinero, producto del tráfico 

de drogas ilícitas, al mismo tiempo, que traficantes peruanos se independizan de los 

colombianos, creando sus propias redes de producción y exportación. 

 Estas organizaciones más sofisticadas encuentran aliados, dentro de estos los  

grupos guerrilleros quienes de común acuerdo atomizaron varios sectores de la sociedad, 

donde trafican haciendo difícil el desmantelamiento por parte de los agentes del Estado, 

pero este panorama lleva una carga social, donde predomina el desempleo y la 

inequidad, siendo las poblaciones de civiles los que ingresan a los grandes cinturones de 

miseria en las ciudades, debido a situaciones de desplazamiento. 

 El objetivo general del ensayo es comparar los programas de reparación integral 

de víctimas del conflicto armado en México y Perú con el caso colombiano desde el 

componente económico, identificando los programas, planes y actividades para 
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reparación y bienestar de las víctimas de la violencia, producto del conflicto interno en 

cada país; además, descripción de las consecuencias económicas, posibles causas de la 

violencia sobre la sociedad civil.  Este estudio se estructuró en tres capítulos, en el 

primero se trata sobre Perú, el segundo México y tercero Colombia, con antecedentes de 

acciones violentas, lo económico y el número de escenarios del conflicto interno en cada 

país. 
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Capítulo I 

Acciones de violencia producto del conflicto interno en Perú 

 

Con la abolición de la esclavitud en 1854, se formó una nueva generación de dueños de 

plantaciones de algodón, los cuales se convirtieron en campesinos arrendatarios en el 

Valle de Pisco, zona costera del sur de Perú, de tal manera, que se presentó una relación 

compleja y dinámica entre plantadores, administradores y campesino y así se generaron 

diferentes estrategias de los campesinos en su lucha por resistir el control de los dueños 

de las tierras, por lo tanto, esta contienda fue la conformación de la historia agraria de 

Perú (Peloso, 1999, pp. 11-17). 

 Esta situación fue el pilar para el inicio de la problemática agraria en el Perú; los 

levantamientos campesinos, las marchas por lograr la mirada del Estado ante los 

problemas de lluvias, inundaciones que acabaron con sus cultivos, para remediar la 

situación, muchos campesinos de algunas zonas se dedicaron a la ganadería, pero el 

abigeato existió hasta finales del Siglo XIX, se hace énfasis en la incapacidad de los 

agentes del Estado para controlar la situación infructuosamente.  Los conflictos en lo 

rural fueron la punta del iceberg con graves problemas sociales y económicos, de tal 

manera, que las lluvias del año 1983 en la sierra del departamento de Puira y ante la 

situación de no contar con Instituciones del Estado que los apoyaran con proyectos 

sociales en el Departamento de Cajamarca específicamente los campesinos de 

Cuyumalca quisieron poner fin y hacer justicia por su cuenta propia ante el robo de 

ganado y se crearon las “rondas campesinas”, quienes se organizaron para proteger la 

propiedad privada (Gitlitz, 1983, pp. 163-197). 
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 Esta violencia social fraguada en lo rural se expandió a las ciudades y se detonó 

en el plano ideológico en las universidades nacionales contribuyendo así a la violencia 

política, de tal manera que en “la universidad de Huamanga se creó el movimiento 

sendero luminoso, el cual captó cuadros entre profesores del sistema educativo, para 

diseminar sus ideas, con una ideología marxista fundamentalista, maoísta” (Degregori, 

1990 citado por Nagata, 1991, pp. 56-58). 

 La guerrilla sendero luminoso hizo presencia en el escenario Peruano durante 

quince años, generando escenarios de violencia y temor con la famosa “guerra popular” 

entre 1980 y 1993 (Degregori, 1990, p. 3), encontrándose en el mismo escenario las 

rondas campesinas antisubversivas, para defender la propiedad, tierras y el 

comportamiento de la población rural en este proceso de la violencia, donde se incluyó 

el ejército, para defender del sendero luminoso y el Túpac Amaru grupos subversivos, 

quedando la población en medio de este conflicto y que fueron los más afectados; este 

espiral violento se aclimató con la captura del líder de sendero luminoso Abimael 

Guzmán. 

 En el campo político, el Perú sufrió una transición al venir de un régimen militar 

y poder llegar a la democracia mediante elecciones, para lograr la autonomía, tanto el 

legislativo como el judicial, pero la situación fue que no se efectuaron cambios ni las 

reformas planteadas se realizaron, siendo en realidad un eufemismo. (Lerner, citado por 

Rubio, 2003, p. 10). 

 Es de reconocer que Perú es uno de los países en que el Estado fue encontrado 

responsable del mayor número de violaciones de los derechos humanos, estas son 

sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos,  El estimativo total de 

víctimas en el conflicto armado interno entre 1980 y 2000 años se determinó por un 
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método estadístico confiable, utilizado por la CVR (Comisión de verdad y 

reconciliación) con un intervalo de confianza del 95% (Comisión de la Verdad, 2000). 

 

1.1 Estimación de victimas producto del conflicto interno (1980-2000 

 

La comisión de la verdad y reconciliación (CVR) para presentar un informe confiable 

del total de víctimas causadas por el conflicto interno de 1980 a 2000, se utilizó el 

método estadístico conocido como Estimación de Múltiples Sistema (EMS), el cual 

analiza las relaciones entre los reportes de los mismos eventos que se superponen a lo 

largo de múltiples proyectos de recolección de información.  La CVR usó el EMS por 

cuanto el total de casos reportados en los testimonios recogidos dio como resultado que 

la mitad de víctimas fatales se atribuía a Sendero Luminoso; aproximadamente un tercio 

es responsabilidad de las fuerzas del orden (Estado) y el porcentaje faltante corresponde 

a víctimas causadas por otros agentes no Estatales posiblemente (rondas campesinas, 

Túpac Amarú (MRTA), víctimas por enfrentamientos o situaciones de combate armado 

(Comisión de la Verdad y reconciliación,2003, pp. 14-15). 

 Este método fue aplicado a las muertes causadas por la violencia política en los 

conflictos de Guatemala (1960-1996) y Kosovo (Mazo-Junio 1999). 

 En el caso Peruano se utilizaron datos de la CVR y otras fuentes de información 

para estimar el número total de víctimas fatales causadas por el conflicto armado 

interno, con agentes responsables (Sendero Luminoso, agentes del Estado y otros como 

MRTA, Rondas Campesinas, Comités de Autodefensas), según regionales geográficas 

(Comisión de Verdad y Reconciliación, 2003, p. 17). 
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 El número total de víctimas con agentes responsables se muestran en la Tabla 1.  

El total suma 69.280 (dato recopilado por CVR).  El estimado de EMS puede 

considerarse como un límite inferior razonable de víctimas fatales, que va de 61.007 a 

77.552 víctimas, que constituyen el intervalo de confianza al 95% de estimación. 

 

Tabla 1. Perú 1980-2000: Estimados y límites de los intervalos de confianza del total de 

víctimas fatales causadas por el conflicto armado interno, según agentes responsables 

(Nivel de confianza: 95%). 

 

Perú 1980-2000: Estimados y límites de los intervalos de confianza del total  

de víctimas fatales causadas por el conflicto armado interno, según agentes 

responsables (Nivel de confianza: 95%) 

 

Estimados 

Agentes responsables 

PCP-Sendero 

Luminoso 

Agentes del 

Estado 

Otros Total 

(*) 

Límite inferior 24.823 17.023 11.858 61.007 

Estimado 31.331 20.458 15.967 69.280 

Límite superior 37.840 23.893 20.076 77.552 

Nota. Los resultados de la columna “Total” fueron calculados con la EMS, no son la 

suma de los estimados individuales. 

 

Fuente. Comisión de Verdad y Reconciliación. 2003. 
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 El intervalo de confianza entre límite superior e inferior representa el 95% de 

confianza y contiene el verdadero número de víctimas. 

 En la tabla 2 se muestran los estimados para la diferencia entre el número de 

víctimas con responsabilidad atribuida a cada grupo perpetrador.  La conclusión de los 

datos asignados, permite observar que de 1980 a 2000, el PCP-Sendero Luminoso 

(SLU), Agentes del Estado (EST), perpetraron 10.872 víctimas fatales; EST + Otr 

(otros), 4.824 y SLU + Otr 17.376; el PCP-Sendero luminoso es responsable de un 

número significativamente mayor de víctimas fatales que el conjunto agente del Estado 

y otros actores involucrados en el conflicto armado interno en Perú. 

 

Tabla 2. Perú 1980-2000: Estimados y límites de los intervalos de confianza de la 

diferencia entre los estimados calculados del total de víctimas fatales atribuidas a los 

agentes responsables (Nivel de confianza: 95%). 

 

Perú 1980-2000: Estimados y límites de los intervalos de confianza de la diferencia 

entre los estimados calculados del total de víctimas fatales atribuidas a los agentes 

responsables (Nivel de confianza: 95%) 

 

Estimados 

Diferencias entre agentes responsables 

SLU-EST EST-OTR SLU-OTR 

Límite inferior 5.118 872 12.175 

Estimado 10.872 4.824 17.376 

Límite superior 16.626 8.776 22.577 

 

Fuente. Comisión de Verdad y Reconciliación. 2003. 
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 En el gráfico 1 se estima el total de víctimas causadas por el conflicto interno 

armado del Perú y su respectivo intervalo de confianza del 95% (línea en la parte 

superior de las barras). 

 

Gráfica 1. Perú 1980-2000: Estimados e intervalos de confianza al 95% del total de 

víctimas fatales del Conflicto Armado Interno, según región. 

 

  

Fuente. Comisión de Verdad y Reconciliación.  2003. 

 

 El gráfico confirma que Ayacucho en este conflicto es el más afectado seguido 

por la región central (Junín y Pasco) y nororiental (Huánuco, San Martín, Ucayali). 
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fatales del Conflicto Armado Interno, según región 
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1.2 Los efectos económicos como resultado de la violencia (conflicto interno Peruano) 

 

El Instituto de Estudios Peruano efectuó un estudio sobre los efectos económicos como 

resultado de la violencia, producto del conflicto Interno Peruano de 1980 a 1990, por lo 

tanto la crisis económica tiene sus orígenes desde 1960 y se encuentra vinculada al 

crecimiento y políticas públicas aplicadas, a pesar que la democracia se recuperó en 

1980 de los duros años de dictadura, no se  presentó efectividad en la estabilización y 

desarrollo económico; en el caso de crecimiento se dio las condiciones de una alta 

explosión demográfica, siendo insuficiente la inversión en relación al crecimiento de la 

fuerza laboral, esa desigualdad distributiva y la falta de inversión, razones primordiales 

del subdesarrollo Económico del Perú (González, 1989, citado por Instituto de Estudios 

Peruanos, 1991, p. 7). 

 Dentro de este patrón de crecimiento se dio la rápida urbanización debido a la 

expansión de la población y el crecimiento primario exportador y semi-industrial, se 

aumentó la demanda de alimentos y el tamaño del Estado, como esa demanda no pudo 

ser satisfecha por la oferta interna, se recurrió a la importación y sobrevino el 

estancamiento del sector agropecuario (Hopkins, 1990, p. 10). 

 De ahí, se desencadenó la crisis, el primer afectado fue el Estado y los servicios 

públicos, perjudicando a los sectores populares, porque aquellas personas pobres 

presionan al Estado por salud, educación, agua, electricidad generándose un populismo 

corporativo. 

 Desde 1976 se dieron tres crisis de balanza de pagos (“Diferencia entre los pagos 

que hace y recibe un país de las transacciones con el resto del mundo”) (1976-1978, 

1982-1984 y 1984-1990), crisis a largo plazo producida por el endeudamiento externo 
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no utilizado adecuadamente, para aumentar la oferta exportadora (Herrera, 1989, p. 6); 

de tal manera que la crisis económica desde 1986 a 1990, aumentó la tasa de inflación de 

1976 hasta 1980 fue de dos dígitos; entre 1980 y 1985 incrementó a tres y entre 1985 a 

1990 alcanzó los cuatro dígitos, tipificándose como hiperinflación (“aumento de los 

precios a una velocidad tal, que lo único en que pueden pensar las personas y las 

empresas es en cómo salir del dinero cuanto antes, sin que sea posible prever ganancias 

para preparar e iniciar nuevos negocios”). 

 El panorama económico surge a finales de los años setenta con el sector de la 

coca, producción de la hoja de coca, pasta básica y adquiere importancia 

macroeconómica en Perú, que constituye el 5% del PIB, el 20% del Producto Bruto 

agrícola y aproximadamente el 25% del producto Bruto Industrial para el año 1989 

(Instituto de Estudios Peruanos, 1991, p. 10). 

 En Perú los niveles económicos de la población se deterioraron, en 1976 el 53% 

se encontraba bajo la línea de pobreza y el 25% bajo la línea de indigencia; diez años 

después (1986) los porcentajes se elevaron a 60% y 30% respectivamente, estadísticas 

de la CEPAL en 1990, de tal manera que a pesar de la pobreza se reduce el nivel de 

analfabetismo, por políticas del Estado y la ideología marxista llega a las universidades 

nacionales, como la creación del movimiento Sendero Luminoso y el Estado se enfrenta 

ante dos graves situaciones de violencia, el narcotráfico y la subversión que hacen que el 

costo de la guerra sea más alto y los gobiernos populistas generan políticas económicas 

que aumentan las importaciones, pero faltan las exportaciones, provocando así recesión, 

empobrecimiento e inestabilidad política e institucional sin soluciones, para mejorar el 

nivel de vida de los ciudadanos, abriendo la brecha a altos niveles de pobreza, 

desigualdades distributivas y a desarrollar violencia. 
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 La violencia subversiva principal causante de la destrucción de activos fijos y la 

muerte de miles de trabajadores, maquinaria, instalaciones o infraestructura, 

plantaciones, ganado, vehículos motorizados, torres de alta tensión, puentes, locales 

comerciales, casas – habitación, estimados en un costo de US$ 11.840 millones de 

dólares, que equivale a un tercio de las inversiones en capital fijo (1990); 12.402 

personas muertas, según la tabla 3, solo por subversión o terrorismo, con 4.802 civiles, 

831 de agentes de fuerzas armadas y policiales y 6.769 subversivos; la violencia reduce 

la fuerza de trabajo.  La creciente violencia creó incertidumbre social y provocó 

corrientes migratorias campesinas a las ciudades y a otros países (Melgar Bao & Bosque 

Lastra, 1993). 

 

Tabla 3. Perú: costos de la violencia, 1980-1988. 

 

Capital y Recursos (millones de US$)  

   Destrucción de infraestructura 11.840 

   Formación bruta de capital fijo 31.800 

Población y Fuerza Laboral  

   Muertes por violencia 12.402 

   - Fuerzas del orden 831 

   - Civiles 4.802 

   - Subversivos 6.769 

   Migración al extranjero 151.639 

   - Masculina 71.970 
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   - Femenina 79.669 

   - Ocupación  

      Profesionales 23.300 

     Técnicos 4.887 

     Estudiantes 36.870 

     Empleados 24.937 

     Empresas comerciales 4.800 

     Otros 56.845 

 

Fuente. Comisión Especial del Senado sobre las causas de la violencia y alternativas de 

pacificación en el Perú, Violencia y Participación, CAJ, DESCO. Lima. 1989. 

 

 Los pobres migraron al interior del país y los de mayores recursos salieron del 

país; entre 1985 y 1988 no regresaron 151.639, 4% hombres y 53% mujeres, 15% eran 

profesionales, 3% técnicos, 24% estudiantes, 16% empleados, 3% empresarios y el resto 

otras ocupaciones 39% (Instituto de Estudios Peruanos, 1991, p. 19), de tal forma que se 

elevaron los costos de producción. 

 Una economía bajo violencia imposibilita el desarrollo y el crecimiento 

económico, la redistribución y el bienestar poblacional, la inversión legal se reduce, 

aumentan los costos de seguridad, el gasto del gobierno se vuelve improductivo por los 

altos costos del narcotráfico, subversión, delincuencia, se crean nuevas presiones 

inflacionarias, todos estos factores evitan la estabilización pilar para el crecimiento 
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económico, finalmente Perú se sumergió en cada uno de estos aspectos sociales políticos 

y económicos (González de Olarte,1990) . 

 

1.3 Programas de desarrollo para la atención y reparación de víctimas del Perú 

 

Los programas para atención y reparación de víctimas del Perú, de acuerdo al Plan 

Integral de Reparación (PIR) se enumeran en la tabla 4. 

 

Tabla 4. Programas de desarrollo para atención y reparación de víctimas en Perú. 

 

Planes de Desarrollo Social Perú 

Atención, Asistencia y 

Reparación Integral. 

Plan integral de Reparación (PIR). 

Instrumento normativo a nivel local, nacional y 

regional. 

Escenarios Regionales Departamento de Ayacucho y Huancavelita, zonas 

más vulnerables con mayor nivel de violencia.  

Restitución de derechos 

civiles. 

Provisión de registros civiles por pérdida de 

documentos; regulación de los derechos de 

propiedad; exención de cuotas e impuestos 

aplicados, según el caso. 

Educación. Dirigida a personas por estudios interrumpidos como 

resultado de la violencia, hijos de víctimas 

reclutados de modo forzado. 

Cuidado de la salud. Orientado a víctimas que sufren de problemas físicos 

o mentales, dando prioridad a niños, mujeres, 

personas de tercera edad, atención comunitaria y 

apoyo psicosocial. 
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Programa de Reparación 

colectiva. 

Apoyo a familias, comunidades campesinas, 

comunidades indígenas, asentamientos, reubicación 

de áreas, capacitación Derechos Humanos. 

Reparaciones simbólicas. Expresiones públicas, disculpas de parte de los 

representantes del Estado, cartas a las víctimas o 

familiares; ceremonias públicas. 

Promoción y acceso a 

viviendas. 

Dirigidas a víctimas individuales y colectivas por 

destrucción de viviendas o que sufrieron severos 

daños. 

 

Fuente. Información recolectada de la Comisión de la Verdad y Reparación.  Perú. 2003. 

  

 La comisión multisectorial de alto nivel (CMAN), coordinó el costo y 

presupuesto para la implementación de los anteriores programas, incluidos en el PIR; 

con el gobierno del presidente Toledo, el reporte de la Comisión de Verdad y 

Reparación (CVR), en el 2004 estableció la Comisión Multisectorial de Alto Nivel 

(CMAN) para dar seguimiento a acciones políticas de Estado en áreas de paz, 

reparaciones colectivas y reconciliación nacional, según Decreto Supremo No. 003-

2004-JUS (Correa, 2013). 

 En el mismo período se aprobaron dos leyes, una que creó un programa de 

asistencia humanitaria para personas desplazadas, incluyendo registro (Leyes 28 y 223, 

2004) y la otra de categoría legal “ausencia por desaparición forzada” (Ley 28473, 

2004). 

 Finalmente se aprobó el Plan Integral de Reparaciones (PIR) en 2005, que 

incluyó, víctimas de desplazamiento, tortura, encarcelamientos arbitrarios, violación y 

secuestro (Ley aprobada, 2012), en esta ley se excluía a “miembros de las 
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organizaciones subversivas”, no recomendado por la CVR, la cual presenta el problema 

de principio de alienación de los Derechos Humanos, fundamento básico de los 

programas de reparación; con el presidente Alan García en junio 2006, se genera 

incertidumbre en la agenda Derechos Humanos, porque en su gobierno la reparación fue 

mixta, se implementó las recomendaciones de la CVR, pero disminuyó el énfasis en 

Derechos Humanos y se creó el Registro de Víctimas y el CMAN, implementaría los 

programas de acción en reparación Integral de Víctimas (Correa, 2013, pp. 1011). 

 En el año 2011 con el Decreto Supremo 051-2011-PCM, se hace referencia al 

monto de reparación individual por víctimas a 10.000 nuevos soles (3.676,47 dólares ó 

$6.718.897,06 pesos colombianos)
1
, pero en 1992 se había beneficiado a miembros de 

comités de autodefensa con montos superiores a 39.000 nuevos soles, por la lucha contra 

el terrorismo y algunos recibieron 30.000 dólares americanos, más que las otorgadas a 

las víctimas del D.S. (Decreto Supremo), 051-2011-PCM (Defensoría del Pueblo, 2012, 

pp. 1-2); aún existen beneficiarios que luchan por conseguir incluirse en los requisitos 

estipulados por el PRE (Programa de Reparaciones Económicas); en el 2012, 160.429 

víctimas individuales, pero solo cumplían lo estipulado 77.072, ver tabla 3 (Cori, 2013, 

p. 36, citado por Correa, 2013). 

 

 

 

 

 

                                            
1
 1 dólar = 2,72 nuevos soles y un dólar = 1.827,54 pesos colombianos. 2011.  Comparación de tipos de 

cambio históricos. 
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Tabla 5. Registro de víctimas individuales para reparaciones económicas. 

 

 

Tipo de crimen 

 

Víctimas 

Familiares de 

las víctimas 

Beneficiarios 

Totales 

Desaparición forzada 7.177 15.672 15.672 

Ejecución sumaria o asesinato 22.071 58.075 58.075 

Víctimas que presentaron algún tipo de 

discapacidad 

 

734 

 

- 

 

734 

Violación 2.591 - 2.591 

Total 32.573  77.072 

 

Fuente. Correa, 2013, tomado de Cori Susana. Consejo de Reparaciones. Perú.  2013.  

 

 La CMAN, anunció su plan 2012, que incluía 135 Millones de soles (50 millones 

de dólares), más 242 millones de soles (89 millones de soles) para reparaciones 

económicas que se otorgarían en los próximos 10 años, con un costo total de 3.8 billones 

de soles (1.4 billones de dólares) y el gobierno aprobó un presupuesto inicial de 140 

millones de soles (52 millones de dólares) ó $92.895.920.000 pesos colombianos, para 

reparaciones durante 2012 (Centro Internacional para la justicia Transicional, 2013, p. 

18)
2
. 

 En este estudio se analizó otro país como México por los altos índices de 

violencia contra las comunidades indígenas que ejerce el Estado y el narcotráfico contra 

la población, con un incremento alto a la violación de los derechos humanos; se analizan 

                                            
2
 2012, 1 dólar = 2,69 nuevos soles y un dólar = 1.786,46 pesos colombianos. 
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los antecedentes y consecuencias económicas de la violencia del narcotráfico en México 

y el índice de letalidad de la población 2008-2014 en los enfrentamientos con las 

Fuerzas del Estado y el desarrollo de programas de atención y reparación a las víctimas. 

 A continuación se analizan las consecuencias económicas de la violencia, 

producto del conflicto interno en México; tasas de homicidio totales y homicidios 

relacionado con el narcotráfico; municipales más violentos; índice de letalidad 2008-

2014 y efectos de la violencia en el crecimiento económico. 
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Capítulo II 

Programas de Reparación y Víctimas (México) 

 

3.1 Consecuencias económicas de la violencia, producto del narcotráfico en México 

 

La guerra contra las drogas escaló a México porque los carteles y sus células criminales 

diversificaron su portafolio de actividades como el secuestro, extorsión, tráfico de 

personas, robo de petróleo, entre otros crímenes (Guerrero, 2010, p. 6), estas actividades 

criminales son de impacto directo en la sociedad y en la actividad económica del país.  

La violencia relacionada con el narcotráfico afecta a la economía, ya que los carteles de 

la droga se perfilan como “bandidos estacionarios” o en “movimiento” en la manera en 

que se insertan en la sociedad.  Los “bandidos estacionarios” son los que tienen 

capacidad de mantener a largo plazo su control de cierto territorio, mientras que los 

“bandidos en movimiento” tienen un dominio temporal.  Olson (2000) argumenta que 

los primeros tienen incentivos racionales, para restringir su capacidad de extraer 

recursos y ejercer violencia en contra de la sociedad, con el fin de que exista una mayor 

inversión, lo que a largo plazo le permite obtener más ganancias; en cambio, los 

“bandidos en movimiento” extorsionan, secuestran, roban y asesinan sin importarles que 

estas actividades destruyen la economía local (Olson, 2000, p. 15). 

 El secuestro, la extorsión y el desplazamiento afecta la Economía de un país, 

haciendo que empresarios y agentes de impacto empresarial inviertan mayor cantidad de 

dinero en seguridad, creando incertidumbre en los sectores económicos de un país,  

disminuyendo la inversión extranjera y nacional, además afecta los costos fijos con la 

destrucción de infraestructura y el incremento por año con el número de muertos y 
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heridos, de tal manera que el comportamiento de los carteles hacia la sociedad cambia en 

los territorios en disputa, se compite por plazas y rutas de tráfico de drogas asociada con 

mayores niveles de extorsión y un comportamiento crecientemente predatorio por parte 

de los carteles (Díaz-Cayeros, et al., 2012, citados por Robles, et al, 2013, p. 4). 

 Otro de los factores que parece haber contribuido a que los carteles de la droga se 

comporten cada vez más como “bandidos en movimiento” son los arrestos o 

abatimientos de sus principales líderes (Calderón, et al., 2013, p. 6). 

 El sistema procura justicia y los cuerpos policiales colapsados y corruptos, son 

factores que favorecen la diversificación de la cartera de actividad criminal de los 

carteles de las drogas; el ciudadano común tiene temor de ser extorsionado por la policía 

o por los narcotraficantes, porque la población considera que la policía local trabaja para 

el crimen organizado y es tal el miedo a ser víctima de un delito, que induce al 

ciudadano a efectuar cambios de comportamiento, como evitar salir a la calle por las 

noches, no utilizar transporte público o manejar en carretera (Díaz-Cayeros, et al., 2012).  

El cambio de comportamiento tiene un impacto en el consumo y en la sociedad 

económica especialmente en los sectores de turismo, servicios y comercio. 

 Con la presencia del crimen organizado en determinado lugar, los empresarios 

mantendrán sus negocios abiertos y los líderes del cartel de la droga les permiten su 

funcionamiento mediante la ley del silencio. 

 Otro factor de violencia son las guerras entre carteles de la droga rivales, que 

acaban con la tranquilidad y el bienestar de sus habitantes en ciudades como Tijuana, 

Ciudad Juárez, Acapulco, Tampico, Nuevo Laredo, Culiacán, Durango, Reynosa, 

Monterrey y Guadalajara, por nombrar algunas de las más violentas.  Durante la guerra 

entre carteles las organizaciones criminales se convierten con frecuencia en el llamado 
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“poder de facto” (Robles, et al., 2013, p. 8), que significa que nadie está por encima de 

ellos.  Todo lo que sucede en la vida de estas comunidades depende si el crimen 

organizado lo permite o no, un ejemplo, eligen candidatos municipales como jefe de 

policía e inclusive festividades que se celebran, las personas deben pedir permiso a estos 

líderes de los carteles, para hacer actividades importantes para una familia, que realice 

algún tipo de celebración. 

 La violencia como resultado de la guerra entre carteles causa graves efectos 

como la migración, que afecta la oferta laboral, inversión en capital, la existencia de 

empresas y la creación de nuevos negocios, estimulando el desempleo. 

 En el estudio realizado por el BID en 2013 en México se analizó que entre los 

años 2006 y 2010 en 100 municipios estudiados fueron “las tasas más altas de 

homicidios relacionados con el narcotráfico y son del 90%” (Robles, et al., 2013). 

 Los resultados demuestran que durante el primer y segundo años, después del 

inicio de una guerra entre carteles, los municipios tratados consumieron 4.19% y 7.4% 

menos electricidad per cápita en promedio.  Estos resultados indican que esta situación 

se presenta por el “control de rutas estratégicas o plazas” con un impacto profundo en las 

economías locales de México (Banco Interamericano de Desarrollo, 2013). 

Si bien México se encuentra muy por debajo de las tasas de homicidios de otros 

países de América Latina, no hay duda de que el país enfrenta una ola de violencia que 

se desató a finales del año 2005.  En la gráfica 3 se muestran los homicidios totales entre 

2003 y 2011.  Es posible clasificar a la violencia en dos tipos: la relacionada con el 

crimen organizado y la violencia criminal (homicidios dolosos) no vinculada con el 

crimen organizado, que afecta a la población en general. 
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Gráfica 2. Homicidios totales y homicidios relacionados al narcotráfico, 2003-2010. 

 

   

Fuente. Banco Interamericano de Desarrollo (BID).  2013. 

 

 Para medir la violencia se emplean dos fuentes de datos.  La primera es la 

información elaborada por el gobierno federal sobre “Fallecimientos por Presunta 

Rivalidad Delincuencial”, en la que se distinguen dos tipos de homicidios: las muertes 

por ejecuciones o confrontaciones entre distintas organizaciones criminales sin 

involucrar a las autoridades y las agresiones directas o por enfrentamiento, que incluyen 

los actos que realiza la delincuencia en contra de las autoridades o los enfrentamientos 

entre las autoridades y el crimen organizado.  Esta base de datos abarca desde diciembre 

de 2006 hasta septiembre de 2011. 

 La otra fuente de datos que se utiliza para medir la violencia es la provista por 

Sistema Nacional de Información en Salud (SINAIS), el cual reporta el total de 
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defunciones en el país.  Con base en los certificados de defunción se puede saber el 

número de defunciones que ocurrieron por concepto de homicidio.  Una de las ventajas 

de esta base de datos es que permite mapear el total de los homicidios ocurridos en el 

país desde 1980.  El número total de homicidios registrados en la base del SINAIS entre 

diciembre de 2006 y diciembre de 2010 fue de 80.976 y más de la mitad de los casos 

(aproximadamente un 53%) fueron homicidios que afectaron a la población de 15 a 35 

años (Banco Interamericano de Desarrollo, 2013, pp. 9-10). 

 Aproximadamente el 90% de los homicidios relacionados con el narcotráfico se 

refiere a ejecuciones, por lo tanto el aumento de la violencia en México está relacionado 

fundamentalmente con las guerras entre carteles. 

 Las ejecuciones son imágenes cotidianas en México por la violencia registrada 

producto del crimen organizado como “Cuerpos desmembrados, calcinados, colgados y 

decapitados”. 

 Esta organización industrial del tráfico y extorsión es compleja, con múltiples 

organizaciones y células criminales, cada una con responsabilidades específicas, como 

transporte de droga, seguridad, ejecuciones, extorsión y lavado de dinero.  Los carteles, 

entendidos como organizaciones empresariales verticalmente integradas, producen, 

transportan y distribuyen las drogas con la ayuda de otras organizaciones criminales y 

con la protección de autoridades que son corruptas (National Drug Intelligence Center, 

2010, p. 12). 

 El estudio del BID, dio como resultado, que existen municipios más afectados 

por el narcotráfico, que otros por su posición geográfica estratégica, vías de 

comunicación o municipios localizados cerca de vías terrestres de acceso a la frontera, 

pistas de aterrizaje, túneles, que facilitan el comercio de la droga a otros países, por lo 
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tanto, las 25 municipalidades más violentas concentran más de la mitad de los 

homicidios ocurridos entre diciembre de 2006 y diciembre de 2010; Ciudad Juárez, 

Culiacán, Tijuana y Chihuahua son ciudades relacionadas con 13.000 muertes, 

referenciadas por el narcotráfico, sin embargo, a pesar de que la violencia se concentra 

en pocos municipios, existe un proceso de dispersión geográfica, por ejemplo: en 2006-

2007 existen fundamentalmente tres focos rojos: Tijuana, Ciudad Juárez y Culiacán, 

pero en 2008 la violencia producto del crimen organizado se expande a otras ciudades, 

como Mazatlán, al puerto de Acapulco, Durango y Chihuahua; en el 2009 la violencia 

afecta a municipios en Guerrero, Estado de México, Michoacán, Coahuila y Nuevo 

León; en el 2010 la violencia se expande a Aguascalientes, Tepic y Guadalajara, así 

como Nuevo Laredo, Reynosa y Matamoros (Banco Interamericano de Desarrollo, 

2013). 

 Existen focos de violencia producto del Narcotráfico y su expansión geográfica 

en México.  El primer foco rojo está en el noroeste, donde se confrontan los carteles de 

Sinaloa, Beltrán Leyva, Tijuana y Juárez, así como el Cartel del Golfo; el segundo, en el 

noreste del país, en Tamaulipas y Nuevo León, donde rivalizan fundamentalmente los 

Zetas con el Cartel del Golfo; el tercero está en la zona de Guerrero y Michoacán, donde 

operan el Cartel Independiente de Acapulco, la Familia Michoacana, los Caballeros 

Templarios, los Zetas y el Cartel del Golfo; el cuarto foco rojo está en Jalisco y algunos 

municipios de Nayarit, Zacatecas, Morelos y Estado de México, donde combaten el 

Cartel de Sinaloa, Beltrán-Leyva, el Cartel de Jalisco Nueva Generación (CJNG), los 

Caballeros Templarios, que se escinden del Cartel de Sinaloa, el Cartel del Pacífico Sur, 

Los Zetas y la Resistencia (Banco Interamericano de Desarrollo, 2013). 
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 Hay varios factores determinantes del cambio estructural en el negocio del 

narcotráfico en México y de la expansión exorbitante de la violencia.  En primer lugar, 

la firma del “Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN)” y el 

incremento en el flujo de comercio hacia Estados Unidos, el cual contribuyó a que el 

territorio mexicano y la frontera norte se hicieran más valiosas para el negocio del 

narcotráfico. 

 Segundo, a fines de los años ochenta y principios de los noventa, el gobierno 

estadounidense empezó una intensa campaña para combatir el tráfico masivo de cocaína 

proveniente de Colombia a través de las playas de Florida; la estrategia del Plan 

Colombia fue un éxito y la destrucción masiva de la hoja de coca, efectuada por 

Colombia, hizo que los traficantes mexicanos crearan sus propios monopolios y el 

negocio se volvió más rentable (Mejía y Castillo, 2012, p. 18). 

 Otro factor local para el incremento de la violencia en las municipalidades, se 

encuentra en la liberalización política del país que se inició a finales de los años ochenta 

y se aceleró durante los noventa; el Partido Revolucionario Institucional (PRI), tenía el 

monopolio político de facto y controlaba la gran mayoría de los puestos de elección 

popular en los tres niveles de gobierno (federal, estatal y municipal), se cree que las 

autoridades locales y nacionales negociaban treguas con los grupos del narcotráfico a 

cambio de preservar el orden en la región y de otros beneficios privados (Chavat, 2010 

& Astorga, 2010, p. 18), de conformidad con esta teoría, con la democratización del país 

a finales de los años noventa, el número de actores políticos y cuerpos policíacos se 

multiplicó, haciendo difícil, por un lado, el cumplimiento de cualquier acuerdo de 

protección y tolerancia y, por otro lado, la implementación de la estrategia federal en 

materia de seguridad a nivel local (Ríos, 2011, p. 24). 



  Análisis comparativo económico en los programas de reparación integral de víctimas 31 
 

 Los analistas argumentan que los arrestos de los líderes son costosos, 

principalmente porque desencadenan batallas de sucesión o batallas entre organizaciones 

rivales.  Los costos principales de los arrestos se viven en términos de homicidios 

comunes que afectan a los ciudadanos en general, porque los arrestos de líderes tienden 

a desatar en forma permanente la criminalidad común, mientras que el efecto sobre las 

ejecuciones entre miembros de las organizaciones criminales es de más corto plazo; al 

capturado o abatido un líder de los carteles, primero es neutralizado y muchos de los 

grupos criminales y las pandillas, que trabajaban para la organización criminal quedan 

básicamente desempleados.  “Estos criminales recurren a lo que mejor saben hacer para 

sobrevivir: extorsionar, secuestrar, asaltar y asesinar, lo cual afecta a la sociedad civil 

más que a los carteles rivales”. 

  En segundo lugar, un líder de una organización criminal aparentemente puede 

disciplinar a las células criminales, que operan bajo su mando.  Si la organización 

criminal es decapitada, esta parece perder el control de sus subordinados y los 

lineamientos de autoridad se debilitan.  Las pandillas y células criminales quedan 

entonces libres, para realizar otras actividades criminales no relacionadas 

necesariamente con el tráfico de drogas. 

 Una tercera razón por la que la ofensiva a los carteles del narcotráfico puede 

desatar la delincuencia común, es que la guerra contra el narcotráfico distrae a la policía 

municipal o estatal de la persecución de la delincuencia común o la corrompe y captura 

irreparablemente (Calderón, et al., 2013, pp. 35-36). 

 La violencia generada por el narcotráfico es diferente a la delincuencia común, 

por cuanto su naturaleza corresponde a ejecuciones y muerte en enfrentamientos contra 

los agentes del Estado y esta violencia es esporádica, presenta mayor volatilidad que la 
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de la delincuencia común, pero en su complejidad, no compiten por precios como en el 

caso del mercado de productos lícitos, sino son monopolios de las plazas de distribución, 

rutas de comercio hacia países como Estados Unidos; además, los cambios políticos 

inciden en esa amalgama violenta porque se involucra la corrupción de agentes del 

Estado, políticos de turno con altos cargos en el gobierno; de tal manera, que los carteles 

tienen incentivos, para volverse contra la sociedad por la necesidad de obtener mayores 

recursos, para mantener el conflicto interno, por el pérdida o arresto de sus líderes que al 

dejar sin cabeza los miembros de una de estas organizaciones, pueden formar sus bandas 

de delincuencia común, dedicada al secuestro, extorsión y otros delitos. 

 La guerra contra las drogas escaló en México con tal magnitud que las 

actividades ilegales, como secuestro, extorsión, tráfico humano, robo de petróleo, lavado 

de dinero, tráfico de armas, robo de automóviles y venta de drogas en el mercado local, 

se incrementó en los años del 2000 al 2010 (Guerrero, 2011b, p. 34), el número de 

denuncias por robo a negocios y extorsión por 1.000 habitantes a nivel nacional.  En la 

gráfica 4 se observa entre 2000 y 2010 reportes del número de crímenes en una tasa 

anual del 2.6% y 16.9% respectivamente. 
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Gráfica 3. Denuncias presentadas ante agencias del ministerio público por cada 100.000 

habitantes, 2000-2010. 

  

 

Fuente. Secretariado Ejecutivo Nacional el Sistema Nacional de Seguridad Pública.  

2013. 

 

2.2 Índice de letalidd 2008 – 2014 en México 

 

El índice de letalidad es considerado en países con problemas de violencia como el 

número de muertos y heridos producto de enfrentamiento con las fuerzas del Estado, 

porque existe un uso excesivo y desproporcionado de la fuerza letal. 

 Los investigadores como Silva, Pérez y Gutiérrez (2012) elaboran un estudio 

sobre el índice de letalidad 2008 – 2014 en México, en el año 2011 y fue actualizado 

para el 2014, el análisis partió de fuentes que proporcionaron información vía Infomex,  
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por la Policía Federal, SEDENA (Secretaría de Seguridad y Defensa) y la Marina; 

información de prensa y denuncias, que al cruzar la información, se pueden obtener los 

indicadores para determinar el índice letal (Silva, et al., 2012). 

 Los resultados se presentan divididos en cuatro partes así: 1) Evolución del 

número de enfrentamientos durante el período 2008 – 21014,  2) Número de civiles 

muertos sobre número de miembros de fuerza de seguridad muertos en enfrentamientos,  

3) Índice de letalidad por fuerza de seguridad y su evolución durante el período 2008 – 

2014 y,  4) Índice de letalidad en algunas entidades federativas (Silva, et. Al., 2012). 

 

 1. Número de enfrentamientos de 2008 a 2014.  Existen importantes variaciones 

en el número de enfrentamientos a lo largo del período.  El total de enfrentamientos de 

las fuerzas federales tuvo un crecimiento acelerado desde el 2007 al 2011 pero luego 

desciende en el 2012 y baja la tendencia en los años 2013 y 2014.  El siguiente gráfico 4 

permite observar las variaciones para cada una de las fuerzas federales de seguridad. 
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Gráfica 4. Total de enfrentamientos con presuntos miembros de la delincuencia 

organizada por tipo de fuerza de seguridad (2008 – 2014). 

 

  

Fuente. Elaboración de los investigadores con información Sedena, Marina, Policía 

Federal. 

Notas:  

* Para el año 2014 los datos proporcionados por el Ejército y la Policía Federal fueron 

hasta el mes de octubre y hasta septiembre en el caso de la Marina.  Para cada fuerza se 

completó el total del año siguiendo la tendencia de los meses previos. 

** La Marina sólo brindó información para el período marzo 2012 - septiembre 2014.  

 

 La SEDENA alcanza el máximo número de enfrentamientos en el 2011 para 

luego reducir dicha cifra en 70% a lo largo de los tres siguientes años.  La policía 

0 0 0 0 21 44 51 47 50 
122 119 

143 113 93 106 

207 

621 

1009 

814 

482 

296 

0

200

400

600

800

1000

1200

2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014*

Marina** Policía Federal Sedena



  Análisis comparativo económico en los programas de reparación integral de víctimas 36 
 

Federal, con cifras más reducidas y estables, tuvo un crecimiento desde 2008 a 2012 

para luego descender 35% en dos años, finalmente, si bien la información brindada por 

la Marina es limitada y su participación más reducida, el número de enfrentamientos de 

dicha dependencia en 2013 y 2014 fueron mayores que en el 2012 (Silva, et al, 2015, p. 

7). 

 El alza de los enfrentamientos hasta 2011, casi hasta al final de la administración 

de Felipe Calderón, como el continuado descenso (iniciado en el 2012) en los dos 

primeros años del gobierno de Peña Nieto; muestran un acentuado descenso en los 

enfrentamientos de los últimos años, que se explica por las siguientes razones, por 

ejemplo: un memos despliegue de elementos de las fuerzas federales, variaciones en el 

número de características de los operativos implementados (por ejemplo la realización 

de retenes), así como la reconfiguración y/o desplazamientos de grupos delincuenciales 

a regiones o tareas que propicien un menor contacto con fuerzas federales de seguridad 

(Guerrero, 2015, p. 12). 

 El estudio investigativo sobre índice de letalidad en México, muestra que los 

datos obtenidos por SEDENA crecen de 2008 (3.4%) hasta 2011 (19.5%) y aunque baja 

2012 (16,1%), 2013 (11,8%).  Según la Tabla 6 los valores son altos producto posible 

del exceso en el uso de la fuerza letal de parte del ejército, lo mismo sucede con la 

Policía Federal 2011 (30.7%) índice letal y 2014 con (25.5%), como lo expresa el relator 

de la oficina del alto Comisionado en Derechos Humanos “… violación general del 

derecho a la vida” (Organización de Naciones Unidas, 2014). 
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Tabla 6. Civiles muertos y heridos e índice de letalidad en enfrentamientos por fuerzas de seguridad federal.  2008 – 2014. 

 

 

 

Año 

Sedena Policía Federal Marina* 

Civiles 

muertos 

Civiles 

heridos 

Índice de 

letalidad 

Civiles 

muertos 

Civiles 

heridos 

Índice de 

letalidad 

Civiles 

muertos 

Civiles 

heridos 

Índice de 

letalidad 

2008 44 13 3.4 44 19 2.3    

2009 95 24 4.0 74 17 4.4 24 6 4.0 

2010 327 40 8.2 35 9 3.9 50 2 25.0 

2011 526 27 19.5 92 3 30.7 103 7 14.7 

2012 370 23 16.1 162 13 12.5 36 1 36.0 

2013 225 19 11.8 65 16 4.1 33 -2 16.5 

2014 168 23 7.3 51 2 25.5 74 1 74.0 

Total 1.755 169 10.4 523 79 6.6 320 19 16.8 

 

Fuente. Silva, et al.  2015. p. 13. 

* En 2008 no se encontraron enfrentamientos con participación de la Marina. 
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 El índice de letalidad es el número de civiles muertos por cada civil herido en 

enfrentamientos como se comentó, pero los niveles son más altos en algunos años en 

México, que ni la “guerra del golfo, 300.000 militares Iraquíes y 100.000 muertos con 

un índice de 3.0 y la guerra del Vietnam cuatro heridos por un muerto” (Crawford, 2013, 

p. 6). 

 

Como se explicó en el anterior trabajo (Silva, Pérez Correa y Gutiérrez, 

2012) el uso de la fuerza letal por parte de los funcionarios encargados de la 

seguridad, en el marco de un Estado de Derecho, debe tener un carácter 

excepcional y siempre debe conciliarse con el debido respeto de los derechos 

humanos.  Así se estableó en los dos documentos internacionales más 

relevantes sobre la materia que son: el Código de conducta para 

funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley (Código) y los Principios 

básicos sobre el empleo de la fuerza y de Armas de fuego por funcionarios 

encargados de hacer cumplir la Ley (Principios).  Por lo que se refiere al 

carácter excepcional del uso de la fuerza letal, el artículo 3º del Código 

establece que “Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley podrán 

usar la fuerza sólo cuando sea estrictamente necesario”.  Los Principios 

también parten de la excepcionalidad del uso de la fuerza subrayado en el 

artículo 4º que los funcionarios “podrán utilizar la fuerza y armas de fuego 

solamente cuando otros medios resulten ineficaces”.  En lo que toca a la 

protección de los derechos humanos, el Código señala en el artículo 2º que  

“en el desempeño de sus tareas, los funcionarios encargados de hacer 

cumplir la ley respetarán y protegerán la dignidad humana que mantendrán y 
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defenderán los derechos humanos de todas las personas.  Se encuentra una 

redacción similar en el apartado introductorio de los Principios cuyo séptimo 

párrafo establece que “el empleo de la fuerza… debe conciliarse con el 

debido respeto de los derechos humanos.  En relación con dichos contenidos 

es importante subrayar que el artículo 8º de este último documento establece 

que “No se podrán invocar circunstancias excepcionales tales como la 

inestabilidad política interna o cualquier otra situación pública de 

emergencia para justificar el quebrantamiento de estos Principios Básicos 

(Silva, et al., 2012). 

 

Los planes de desarrollo social instaurados por el Estado se encuentran a 

continuación en la tabla 6, de acuerdo a la ley general de víctimas (LGV) en México 

armonizado legislativamente por la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas 

(CEAV). 

 

Tabla 7. Programas de desarrollo para atención y reparación de víctimas en México. 

Planes de Desarrollo Social México 

Ley General de víctimas 

(LGV). 

Programa de Atención Integral a las víctimas (PAIV). 

Protocolos de atención. Personas discapacitadas, víctimas de violación a 

Derechos Humanos. 

Derechos Humanos. Personas migrantes (Víctimas). 

Medidas de prevención, 

asistencia y reparación de 

víctimas. 

Trata de personas, desplazamiento interno forzado, 

secuestro, tortura, desaparición forzada, homicidio, 

feminicidio. 



  Análisis comparativo económico en los programas de reparación integral de víctimas 40 
 

Promover y amparar bajo 

normatividad. 

Víctimas de violencia sexual. 

Protocolos de atención a 

víctimas. 

Secuestro, tortura, desaparición forzada. 

 

Fuente. Información tomada de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas.  México. 

2015. 

 

La Ley general de víctimas (LGV) de México armonizo legislativamente la 

comisión ejecutiva de Atención a Víctimas (CEAV), la cual tiene el Sistema Nacional de 

Atención a Víctimas (SNAV) y en cumplimiento de la fracción III del artículo 167 de la 

Ley General de Víctimas, al 31 de octubre 2014 se crea el fondo de ayuda, asistencia y 

reparación integral en México, con un fondo administrado por la Comisión Ejecutiva de 

Atención a Víctimas, a través de un fideicomiso público, que inicia como aporte con $ 

500.000 pesos mexicanos, según lo dispuesto artículo 9, fracción I de la ley federal con 

bases de control y revisión operacional, para adicionar del presupuesto nacional, según 

cumpla requisitos (Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, 2014, p. 16). 

 En el 2014 se modificaron los indicadores de resultados del programa 

presupuestario E033 “Atención Integral a Víctimas y ofendidas de delitos de alto 

impacto” para este ramo se aprobaron en 2012, 90’000.000 de pesos mexicanos, se 

pagaron 120’000.000 pesos mexicanos; 2013, aprobado 210’000.000 pesos mexicanos y 

pagado 200’000.000 de pesos mexicanos; 2014, aprobado 220’000.000 de pesos 

mexicanos y pagado 120’000.000 de pesos mexicanos (Comisión Ejecutiva de Atención 

a Víctimas, 2014, p. 29), son los gastos ocasionados por este programa y anexos. 
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 Estos montos se refieren a comités, subcomités, programas de capacitación para 

personas con labor de supervisar, configurar procesos en general funcionamiento, pero 

las víctimas resultado del conflicto interno no tienen acceso a las medidas establecidas 

en la ley general de víctimas, hay ausencia de instrumentos para acceder a la reparación, 

en algunos casos los agresores de las víctimas pertenecen al gobierno o tienen vínculos 

con la delincuencia organizada, por tal motivo no se denuncia por temor (Comisión 

Ejecutiva de Atención a Víctimas, 2014, p. 29). 

 En México se creó la Ley General de Víctimas (LGV), la cual fue producto de 

una amplia movilización social materializada por la inconformidad de un numeroso 

grupo de víctimas y organizaciones de la sociedad civil, por la ausencia de soluciones 

eficientes a los problemas relacionados con la búsqueda de la verdad, la justicia y la 

reparación del daño (Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, 2014, p 17). 

 La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas presenta un Sistema Nacional de 

Atención a Víctimas (SNAV), que es “insuficiente para garantizar los derechos delos 

víctimas”.  

 En México “falta un modelo de atención integral a víctimas que relacione a las 

autoridades competentes así como a las instituciones de asistencia pública para lograr un 

enfoque psicosocial de educación y asistencia social” (Comisión Ejecutiva de Atención a 

Víctimas, 2014). 

 No es adecuada la labor ejecutada por la rama judicial a nivel federal y local, en 

la protección de víctimas y un debido proceso de acceso a la verdad, reparación y 

justicia, además se “destaca la gran ausencia de coordinación por parte de las 

autoridades para garantizar que las víctimas y/i familiares accedan a las medidas de 

reparación que menciona la LGV, como programas productivos de becas, empleo u otros 
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mecanismos que garanticen una reparación integral” (Comisión Ejecutiva de Atención a 

Víctimas, 2014). 

 Existe una absoluta desconfianza a las Instituciones Estatales, incapacidad de los 

funcionarios públicos para lograr el objetivo de “atención y reparación a las víctimas del 

conflicto interno. 

 Hay una divergencia de criterios en las Instituciones porque no hay un modelo 

único de atención legal en salud y psicosocial.  Las personas encargadas de esta labor no 

tienen la capacitación, ni la experticia para la atención de víctimas, en algunas ocasiones 

se presenta falta de empatía entre los servidores públicos y las víctimas. 

 Las víctimas son sometidas a estigmatizaciones producto de estereotipos en el 

imaginario social y “reafirmados por algunas autoridades para su discriminación o para 

evadir la responsabilidad institucional”.  No es extraño escuchar que “las víctimas lo son 

porque participan de circunstancias que propician su victimización” (Comisión Ejecutiva 

de Atención a Víctimas, 2014, p. 21). 

 Los aspectos de mayor gravedad que se comunican en los foros es la ausencia de 

capacidad técnica y legal, para sancionar a los responsables de los delitos, personas que 

tienen nexos con la delincuencia organizada, además se presenta el “Burn-out” 

(síndrome de estar quemado) que le sucede a los trabajadores que están en permanente 

contacto con las víctimas y sus síntomas son agotamiento físico y mental, desánimo que 

evita el individuo, efectuar con éxito su labor (Revista Digital de Medicina 

Psicosomática y Psicoterapia, citado por CEAV, 2014, p. 22). 
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2.3 Programación, operación y presupuesto de la CEAV, 2014 

 

El presupuesto original de la CEAV en 2014 correspondió a 470.486.6 miles de pesos 

mexicanos, específicamente para cubrir erogaciones de gasto corriente, de los cuales 

227.383.9 miles de pesos mexicanos corresponden al capítulo 1000 “Servicios 

personales”, 5.909,4 miles de pesos mexicanos al capítulo 2000 “Materiales y 

suministros”, 233.875,3 miles de pesos mexicanos al capítulo 3000 “Servicios 

generales” y 3.318 miles de pesos mexicanos al capítulo 4000 “Transferencias, 

asignaciones, subsidios y otras ayudas”, según gráfica 5. 

 

Gráfica 5. Presupuesto Institucional CEAV en miles de pesos mexicanos. 

 

 

 

Fuente. Presupuesto de Egresos de la Federación, 2014. 
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 Durante el período comprendido del 9 de enero al 30 de septiembre de 2014, 

fueron autorizadas las siguientes adecuaciones presupuestarias, conforme a sus 

necesidades de operación en virtud de que sus funciones y facultades difieren de la 

extinta Pro-víctima: 

 

 - En junio la CEAV solicitó mediante la adecuación No. 2014-6-AYJ3142, la 

autorización para transferir del presupuesto asignado de los capítulos 2000 y 3000 la 

cantidad de 33.792.3 miles de pesos mexicanos, a efecto de dar suficiencia 

presupuestaria para cubrir erogaciones de 25 plazas destinadas a las oficinas de los 

comisionados, así como para dar continuidad a 34 plazas presupuestarias, ambas de 

carácter eventual (Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, 2014). 

 

 - Durante julio con la adecuación 2014-6-6AYJ-3487 se traspasó a la PGR la 

cantidad de 33.421.6 miles de pesos mexicanos, correspondientes a 35 plazas de carácter 

permanente y nueve plazas eventuales, así como recursos para gasto corriente de 

operación, en atención al Quinto Transitorio del Decreto por el que se transforma la 

Procuraduría Social de Atención a las Víctimas de Delitos en la Comisión Ejecutiva de 

Atención a Víctimas (Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, 2014, p. 27).  El 

resumen presupuestal de la CEAV por programa presupuestal. Se resume en la tabla 7. 
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 Tabla 8. PEF 2014. Estado del ejercicio al 31 de octubre.  Resumen por programa presupuestal (Cifras en miles de pesos con un 

decimal). 

 

 

 

Fuente. Dirección General de Administración y Finanzas de la CEAV, 2014. 

 

Programa 

 

Denominación 

  

Original 

 Anual 

Modificado Ejercido Disponible 

EO33 Atención Integral a Víctimas y Ofendidos de Delitos 

de Alto Impacto. 

243.327,7 250.433,2 165.695,9 84.737,3 

EO34 Atención Integral a Familiares de Personas 

Desaparecidas o No Localizadas. 

70.272,2 21.855,4 21.535,7 319,7 

M001 Actividades de Apoyo Administrativo 156.886,7 160.858,7 85.217,2 75.641,5 

  470.486,6 

(Total) 
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 Otro de los países estudiados es Colombia con respecto a las acciones violentas 

asociadas a homicidios colectivos, terrorismo, actos subversivos, retenes, extorsiones y 

secuestros producto del conflicto interno influye en el crecimiento económico. 

 En este capítulo se tratan las consecuencias de las acciones violentas asociadas al 

conflicto sobre crecimiento económico en Colombia, información suministrada por el 

Centro de Memoria Histórico, sobre el número de víctimas por año, destrucción de 

infraestructura, secuestros, extorsión, violencia sexual y otros: además se habla de los 

orígenes del conflicto social armado y sus efectos más profundos en la sociedad 

Colombiana. 
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Capítulo III 

Conflicto armado en Colombia (Orígenes) 

 

Las profundas divergencias en torno al acceso y aprovechamiento de la tierra, se 

consideran un “factor desencadenante” del conflicto social armado. 

 “La preocupación en torno a esta guerra es motivada en gran parte, por las 

magnitud de víctimas humanas producidas, pero también merece atención las 

confrontaciones alrededor de los “proyectos de sociedad” asociados al conflicto, en los 

cuales están involucrados profundas divergencias en torno al acceso y el 

aprovechamiento de la tierra.  Es un tema sobre el cual existe consenso entre quienes  

investigan el proceso, como “factor desencadenante” del conflicto social y armado.  Con 

estas confrontaciones se llegó a la usurpación frecuente y violenta de tierras y territorios 

de campesinos e indígenas, apropiaciones indebidas de baldíos de la nación, 

imposiciones privadas de arrendamientos y otros cobros por el acceso a estas tierras, 

apoyados por agentes estatales, así como, invasiones por parte de campesinos sin tierras 

o con poca disponibilidad de ellas, de predios constituidos de manera irregular (Fajardo, 

2014, p. 3). 

 Estas situaciones ocurridas de manera persistente, son en gran parte el resultado 

de la acción del Estado a favor de intereses excluyentes, expresada en decisiones 

políticas en torno a la ocupación del territorio y la asignación de derechos sobre el 

mismo.  Decisiones establecidas con el fin de ampliar los ingresos fiscales, para asegurar 

pagos de deuda, propósitos de ocupación del territorio y fundamentalmente a la acción 

de terratenientes y agro-exportadores, en particular, interesados en el control de la tierra 

y de los trabajadores (Fajardo, 2014, p. 4). 
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En este juego de intereses se utilizan instrumentos legales para recuperar las 

tierras públicas, corregir desbalances en la apropiación de la tierra y aún incluso para 

reparar a las personas, como algunas leyes y políticas de tierras producidas en distintas 

circunstancias, pero cuyos efectos son insignificantes (Fajardo, 2014, p. 5). 

 El aumento de las presiones sobre la tierra se expresó en el desbordamiento de 

las haciendas en las tierras de las comunidades, los abusos sobre colonos, arrendatarios y 

en los intereses dominantes liderados por exportadores cafeteros, lo que dio paso a la 

consolidación de la hegemonía política de intereses entre exportadores y bipartidistas. 

 Estas presiones de hacendados fue la punta del Iceberg, para que se ocuparan 

baldíos ilegalmente y desarrollo de conflictos (Bergquist, 1981, pp. 19-20). 

 Una parte de la dirigencia nacional asumió la recuperación de los baldíos por el 

Estado, con el propósito de dotar de tierras a los colonos, semilla de la nueva clase 

media rural, esta posición la expresó una sentencia de la Corte Suprema de Justicia del 

15 de abril de 1926, la cual apuntaba a “la recuperación por parte del Estado de las 

tierras baldías con la exigencia de la presentación de títulos válidos para reclamar la 

propiedad de terrenos, calificaba como baldías las tierras no cultivadas y establecía la 

prescripción adquisitiva para quien hubiese cultivado un predio privado por cinco años.  

Testamentos, ventas o sentencias de tribunales que aseveraban la posesión de la tierra 

ya no eran suficientes para probar los derechos de propiedad privada” (López, 1983, p. 

15). 

 La perspectiva de la recuperación de baldíos con miras en su asignación a los 

colonos se pronunció años más tarde el Ministro de Industria conservador José Antonio 

Monsalve: “Como base de organización social, de aumento del valor de la tierra, de 

enriquecimiento general de producción nacional y por tanto de independencia 
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económica de un Estado, ocupa el primer lugar el dominio sobre el suelo 

suficientemente dividido de acuerdo con el número de habitantes del país (López, 1983, 

p. 24). 

 Las condiciones externas e internas generaron tensiones entre el poder tradicional 

de los hacendados, representado en sectores influyentes de las dos colectividades 

políticas (conservador, liberal); las fuerzas que buscaban una reconfiguración de la 

economía y la política del país, dentro de estas últimas actuaban, a más de representantes 

de los dos partidos, núcleos de campesinos y otros trabajadores del campo que no 

aceptaban las formas del poder terrateniente (Vega, 2002, p. 19). 

 Los conflictos sociales se empezaron a gestar en las regiones, en particular en 

Cauca, Tolima, Córdoba, donde tuvieron resonancia las movilizaciones de los indígenas 

por la recuperación de las tierras de resguardo; en la región del Catatumbo, otras 

comunidades originarias fueron sometidas a desalojos violentos en desarrollo de 

exploraciones petroleras.  En el centro del país, en particular en la región de Sumapáz, la 

agitación campesina se inició de manera cruenta y las manifestaciones de violencia 

señaladas por Guzmán, et al. (1962) quienes observan que si bien las expresiones más 

caracterizadas del conflicto armado comenzaron a ocurrir a partir de 1946, tuvieron 

antecedentes aislados a partir de 1930-1932, en el entorno del cambio del gobierno del 

partido conservador a partido liberal.  Según estos autores “los acontecimientos cruentos 

del año de 1930 se circunscriben geográficamente a la zona de los Santanderes y 

Boyacá, con resonancias en Cundinamarca, Antioquia y algunos lugares del occidente de 

Caldas, como expresión de “manifestaciones partidistas y conflictos agrarios” (Guzmán, 

et al., 1962, p. 34). 
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 El afianzamiento del régimen agrario, apoyado en la Ley 100 de 1944 desestimó 

el cuestionamiento a la titularidad de las grandes posesiones y se presentaron 

manifestaciones que agravaron el conflicto armado durante los años siguientes, con 

expulsiones y masacres de cientos de familias campesinas y la usurpación de sus tierras, 

condiciones que favorecerían el desarrollo de la agricultura comercial (Arévalo, 1997, 

pp. 8-9). 

 Para comprender la continuidad del conflicto es necesario tener en cuenta la 

persistencia de factores internos y externos, económicos y político-ideológicos, que 

contribuyeron a su génesis.  En cuanto a los primeros se destacan la inamovilidad tanto 

de la estructura de la propiedad agraria como la de la participación política.  En cuanto a 

los factores externos es preponderando la aceptación por parte de la dirigencia 

colombiana de las directrices de la política norteamericana en términos económicos, 

políticos y militares, los cuales dio continuidad a las condiciones básicas del régimen de 

dominación establecido en Colombia con anterioridad a la segunda guerra mundial.  En 

cuanto al régimen agrario puede observarse cómo, más allá de la confrontación sectaria 

que efectivamente generó buena parte de los homicidios, destierros, destrucciones de 

patrimonios y empobrecimiento de la población, crímenes ocurridos entre fines de los 

años 1940 y 1960, hay dos procesos que toman fuerza en el marco del conflicto: una 

parte, es el afianzamiento y recomposición de la gran propiedad como base de la 

producción agro-exportadora.  Por otro lado, la persecución y el desmantelamiento 

permanente de las organizaciones agrarias limitan su desarrollo social, técnico y 

económico que impiden el fortalecimiento de sus capacidades como ciudadanos y como 

productores, tareas que deben adelantarse en medio de grandes dificultades (Palacios, 

2012, pp. 42.44). 
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 Después vino el narcotráfico y las tierras adquiridas bajo presión de los 

paramilitares se convirtieron en procedimiento cotidiano, para el lavado de activos 

obtenidos mediante actividades ilícitas. 

 

3.1 Estadísticas del conflicto armado en Colombia 

 

El Centro de Memoria Histórica recopiló datos sobre la afectación, destrucción de miles 

de hogares colombianos producto del conflicto armado en Colombia.  Entre los años 

1958 y 2012, se causó la muerte a 218.094 personas por este motivo; 19% equivale a 

40.787 muertos combatientes y 81% es igual a 177.307 muertos civiles; en secuestros de 

1970 a 2010 fueron 27.023 víctimas así: 9.4% (2.541 personas secuestradas y 90.6% ó 

sea 24.482 secuestrados), de estos la guerrilla fue la causante 90.6% (24.482) y grupos 

paramilitares 9.4% (2.541); asesinatos selectivos de 1981 a 2012, 19.607 así: Grupos 

paramilitares 8.903 (38.4%), Grupos armados no identificados: 6.406 (27.7%), Guerrilla: 

3.899 (16.8%) y fuerza pública 2.399 (10.15).  Acciones Bélicas de 1988 a 2012, 

guerrilla 717 (53.3%), Guerrillas – Fuerza Pública 302 (22.5%), Guerrillas – Grupos 

paramilitares 226 (16.8%) y fuerza pública 71 (5.2%).   

 De 1988 a 2012, Ataques a Bienes Civiles; ataques por guerrilla 4.323 (84.1%), 

Grupos paramilitares 270 (5.3%), Fuerza pública 182 (3.6%), Grupos armados no 

identificados 308 (6%); municipios en estado crítico (1988 – 2012) Ciénaga, Valledupar, 

Carmen de Bolívar, Tibú, Bucaramanga, Cúcuta, Medellín, Saravena, Arauquita, San 

Luis, Medellín, Cocorná, Remedios, Barrancabermeja, Bogotá, Cali (Centro Nacional de 

Memoria Histórica, 2012). 
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 Atentados Terroristas de 1988 a 2012, guerrillas 77 (8.2%), Grupos armados no 

identificados 16 (16.8%) y Grupos paramilitares 2 (2.6%); municipios en estado crítico 

(Barranquilla, Valledupar, Bucaramanga, Cúcuta, Medellin, Saravena, Bogotá, Puerto 

Lleras, Puerto Rico, Tumaco, Florencia);  Masacres (1985 – 2012), 1.166 (58.8%), 

Grupos paramilitares, Guerrillas 343 (17.3), Fuerza pública 158 (8%), 295 (14.9%) 

Grupos armados no identificados, 20 masacres (1%) acciones conjuntas de grupos 

paramilitares y miembros de la Fuerza Pública; municipios críticos (Ciénaga, 

Valledupar, Carmen de Bolívar, Agustín Codazzi, Tibú, Turbo, Tierra Alta, Apartadó, 

Cúcuta, Remedios, Bucaramanga, Medellín, Cimitarra y Buenaventura.  Desapariciones 

Forzadas (1985 – 2012) 25.007 víctimas; municipios en estado crítico (Santa Marta, 

Valledupar, Tibú, Turbo, Tierralta, Dabeiba, Caucasia, Puerto Berrío, Medellín, Tarazá, 

Buenaventura, Villavicencio, Vista Hermosa, San José del Guaviare);  Violencia Sexual 

1.754 víctimas (1985 – 2012);  Desplazamientos Forzados (1985 – 2012) 5’712.506 

víctimas, municipios en Estado crítico (Santa Marta, Fundación, Valledupar, Carmen de 

Bolívar, Tibú, Turbo, Apartadó, Tierralta, Medellín, Tame, Riosucio, Buenaventura, San 

José del Guaviare, Tumaco, Puerto Asís).  Minas (1988 – 2012) 10.189 víctimas 

(muertos, 2.119 y lesionados 6.070), municipios en estado crítico (Tibú, Anorí, Tarazá, 

Ituango, Tame, Valdivia, Sam Francisco, Ricaurte, Vista Hermosa, San José del 

Guaviare, Barbacoas, Samaniego, la Montañita y el Reclutamiento ilícito (1988 – 2012), 

5.156 víctimas (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2012). 
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3.2 Consecuencias de las acciones violentas asociadas al conflicto sobre el crecimiento 

económico en Colombia 

 

En general el conflicto afecta dos variables, los factores de producción y la 

productividad total de los factores, en el primer caso los efectos son a través del capital 

físico (infraestructura, inversión bajo incertidumbre, gasto militar) o en capital humano 

(deserción escolar, desempleo, migración, desplazamiento forzado); en el segundo caso, 

baja productividad total de los factores, debilidad institucional, amenaza de los derechos 

de propiedad, mala asignación de los recursos, destrucción de la cohesión (analizados en 

la figura 1). 
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Figura 1. Efectos del conflicto armado sobre el crecimiento económico. 
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 Riveros (2013) señala: “… una relación de doble causalidad entre crecimiento 

económico y el conflicto armado.  Lo anterior indica que un bajo nivel de crecimiento 

económico puede fomentar la pobreza y la desigualdad, lo cual a su vez tiene el 

potencial de generar tensiones sociales, que se manifiestan en violencia, uso de la fuerza.  

Estas manifestaciones generan los efectos económicos negativos…, configuran un 
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círculo vicioso que amplifica las repercusiones de la inseguridad y el empobrecimiento” 

(Riveros, 2013, p. 12). 

 Querubín (2003) “Encuentra un impacto negativo y significativo de la violencia 

sobre el crecimiento departamental; los resultados muestran como manifestaciones 

asociadas al conflicto armado, como el narcotráfico y la delincuencia común, que 

desacelera significativamente el crecimiento económico de los departamentos (1990) y 

encuentra que una caída de 10 puntos porcentuales en la tasa de crecimiento de las 

diferentes manifestaciones de violencia consideradas, puede contribuir a un incremento 

cercano a los 0.6 puntos porcentuales en la tasa de crecimiento del producto per cápita 

total” (Querubín, 2003). 

Vargas (2003) determina como “el ingreso per cápita tiene un crecimiento 

inferior en 1.25 puntos porcentuales por año a raíz de la intensidad del conflicto en 1998, 

lo cual implicó que la economía colombiana hubiera dejado de crecer dos puntos 

porcentuales cada año” (Vargas, 2003). 

González (2006) muestra que “los eventos violentos asociados al conflicto 

armado tienen un efecto negativo sobre el crecimiento económico de algunos 

departamentos, lo cual tiene como consecuencia un efecto negativo sobre la 

convergencia económica regional” (González, 2006). 

Finalmente, Durán (2011) se enfoca en el impacto que tiene el conflicto sobre los 

municipios del país y encuentra una relación negativa entre conflicto y crecimiento 

económico (Durán, 2011). 

El estudio realizado por Santa, Salamanca, Rojas y Hernández determina cómo 

afecta económicamente la violencia resultado del conflicto en los municipios y analizó 

que una tasa de 65.7 homicidios a 32.8 homicidios por cien mil habitantes, implica que 
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el PIB (Producto Interno Bruto) municipal crezca en promedio 0.57 puntos porcentuales, 

con esta referencia es más fácil para los lectores determinar la magnitud de la situación, 

por lo tanto “el PIB municipal crece un 4.6% (32.9 – diferencia de homicidios por 

0.08/0.57), resultados obtenidos en el estudio, que 10 puntos porcentuales terroristas trae 

como consecuencia una aceleración del PIB municipal per cápita de 0.08 puntos 

porcentuales” (Santa, et al., 2013, p. 15). 

“Si la tasa de homicidios y eventos terroristas disminuya un 10% hace que el PIB 

municipal crezca 4.6%, lo que implica duplicar la tasa de crecimiento 19 años, ahora  

que si la tasa de manifestaciones violentas fuera nula, entonces el producto crecería 

6.4%, lo cual duplica el producto per cápita y la tasa de crecimiento 14 años” (Santa, et 

al. 2013, p. 16). 

En el estudio de Santa, et al (2013) señaló que en el período 2003 – 2011 el 

crecimiento del PIB municipal se afectó por fenómenos de violencia, por homicidios y 

eventos terroristas y por estos aspectos bajó 0.97 el crecimiento del PIB municipal. 

 Cárdenas (2007) considera que “el crecimiento del PIB entre 1980 y 2000 cayó 

un 2% por la intensificación del conflicto armado”.  Riveros (2013) estima que 

“Colombia dejó de crecer 0.6 puntos porcentuales por año como consecuencia del 

impacto del conflicto sobre el crecimiento económico, entre 1988 y 2011; además se 

observa que la economía podría crecer 0.8 puntos porcentuales adicionales si se 

disminuye el gasto en seguridad privada un 70%, lo que implica la creación de un millón 

de empleos al término de 10 años” (Riveros, 2013). 

La Universidad de los Andes (2008) efectuó un estudio donde demostró que las 

empresas grandes del sector privado son las que más invierten en seguros, vigilancia 

privada, destinando el 3,5 y 10% de sus recursos y según el Dane los costos asociados a 
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servicios de seguridad son el 1.06% del costo total, que corresponde a $ 4 billones 

(pesos colombianos), de los 376 billones (pesos colombianos), que se gastan en 

actividades de consumo intermedio.  Otro aspecto del Estudio es que al consultar a 

Empresarios, ellos comentaron que en época de paz, invertirían más en productividad, 

innovación y emplearían mayor número de trabajadores, lo cual se traduce en 

crecimiento económico y se puede afirmar que los dividendos de la paz podrían ser 1,77 

puntos adicionales a la economía colombiana (Riveros, 2013, citado por Santa, et al., 

2013, p. 24). 
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Tabla 9. Cuadro comparativo entre los pises Perú, México, Colombia –aspectos socio-

económicos 

País 

                                       Aspectos 

socio-económicos 

Perú  México  Colombia  

Se presenta conflicto armado 

interno si si si 

Aspectos sociales 

Corrupción, grupos 

alzados en armas, 

narcotráfico, 

victimas  

Corrupción, 

grupos alzados en 

armas, 

narcotráfico, 

victimas  

Corrupción, 

grupos alzados en 

armas, 

narcotráfico, 

victimas  

Porcentaje  de pobreza y 

desigualdad distributiva   50% 60% 65% 

Resultado de la violencia 

imperante  

Insuficiente 

inversión en relación 

al crecimiento de la 

fuerza laboral, 

capital humano 

(perdida de 

infraestructura, 

elevado gasto 

Publico, migración, 

migración, 

desplazamiento 

forzado   

Insuficiente 

inversión en 

relación al 

crecimiento de la 

fuerza laboral, 

capital humano 

(perdida de 

infraestructura, 

elevado gasto 

Publico, 

migración, 

migración, 

desplazamiento 

forzado   

Insuficiente 

inversión en 

relación al 

crecimiento de la 

fuerza laboral, 

capital humano 

(perdida de 

infraestructura, 

elevado gasto 

Publico, 

migración, 

migración, 

desplazamiento 

forzado   

Reducción de la inversión legal y 

aumento y aumento de los costos 

de la seguridad empresarial  si  si  si 

Destrucción de activos fijos  $ 11.849 millones $95.056 millones $75.079 millones 
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de dólares  de dólares de dólares 

Costo de muertes por la violencia 

$12.402 millones de 

dólares  

Inicio programa de 

indemnizaciones 

año 20 14 - 

$1.541.823.750 

pesos mexicanos  

Indemnizaciones 

por homicidios 

$831.577.484 

millones de pesos 

colombianos  

Víctimas 

17.376 (1980 - 

2000) 

2.298 (2010 - 

2014) 

8.190.451 (1948 - 

2016) 

Desplazamiento forzado 150.000 personas  35.000 personas 

6.937.205 

personas  

Plan de reparación a víctimas 

(PIR) Plan integral 

de reparación ($ 50 

millones de dólares 

No hay programa 

independiente del   

presupuesto 

nacional (ley 

general de 

víctimas 2014) - ( 

500.000 millones 

de pesos 

mexicanos) 

Plan nacional de 

reparación a 

víctimas de la 

violencia (7.8 

billones de pesos 

colombianos) 

Reparación económica individual 

$718. 897 pesos 

colombianos  

$ 165.695 pesos 

mexicanos 

$ 27.000.000 

millones de pesos 

colombianos  

Víctimas beneficiadas 

3.325 Directas e 

indirectas ----- 

425.031 Directas e 

indirectas 

Atención integral a familiares 

desaparecidos  ------- 

$ 21.885 pesos 

mexicanos  ------- 

 

Fuente. Autoría propia. 2016 

 

Los datos observados en el cuadro No Cuadro comparativo entre los pises Perú, México, 

Colombia –aspectos socio-económicos y el estudio efectuado, permiten analizar los 
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siguientes aspectos desde la óptica económica “la violencia implica un costo del 14.2% 

del PIB regional, con un rango de 5.1% para Perú”, porque influyen factores como 

educación y crecimiento económico equitativo; además, influye a corto plazo en una 

disminución de la oferta laboral; migración de empresarios, cierre de pymes y por lo 

tanto, disminuye la inversión legal. 

El Banco Mundial estima que “una disminución de 10 homicidios por 100.000 

habitantes produce a los 5 años siguientes un aumento en el producto interno bruto per 

capita entre 0.7%  y 2.9 %”. 

Los empresarios colombianos consideran que en tiempo de paz se invertiría más en 

productividad, innovación y empleabilidad.  

En México el índice de letalidad de 2008 a 2014 fue de 23.8, lo que significa altos 

niveles de violencia que causan una disminución al crecimiento económico de los 

Estados, con un impacto negativo en los factores de producción desempleo y poca 

inversión legal.  
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Conclusiones 

 

De acuerdo al estudio el costo de la violencia, producto del conflicto interno de los 

países como México, Perú y Colombia contra la sociedad civil, afecta los costos fijos 

como la destrucción de infraestructura o instalaciones, puentes, maquinaria, casas-

habitación, torres de alta tensión; la violencia provoca incertidumbre social y provoca 

migraciones campesinas a las ciudades, empobrecimiento, inestabilidad política y abre la 

brecha a altos niveles de pobreza, desigualdad distributiva, afecta la balanza de pagos de 

un país, por endeudamiento externo, restringe la inversión privada, afecta el sector 

empresarial por los altos costos en seguridad y protección, evitando que se incremente el 

empleo, se afecta el PIB de los municipios y el mayor flagelo de estos tres países es el 

narcotráfico, que no compite en el mercado por precios sino por plazas de distribución y 

rutas de comercio; además, son promotores de corrupción de agentes del Estado de altos 

círculos de poder político y económico, auspician la formación de bandas 

delincuenciales dedicadas al secuestro y a la extorsión. 

 El índice de letalidad, número de civiles muertos por cada civil herido en 

enfrentamientos con agentes de seguridad estatal, deja un dejo de preocupación, porque 

los funcionarios encargados de la seguridad en el marco de un Estado de derecho, 

emplean el uso de la fuerza letal contra los narcos, subversivos, delincuentes comunes, 

sin respetar los derechos de los  actores del enfrentamiento, con el quebrantamiento de 

“principios básicos sobre el empleo de la fuerza y armas de fuego por funcionarios 

encargados de hacer cumplir la ley (principios). 

 Si la tasa de homicidios y eventos terroristas disminuye en 10% hace que el PIB 

municipal crezca 4.6% lo que implica duplicar la tasa de crecimiento por 19 años, pero 
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si las manifestaciones violentas fueran nulas, el producto crecería 6.4%, se duplica el 

producto per cápita y solo tomaría la tasa de crecimiento 14 años. 

 Los servicios sobre seguridad privada según el Dane son 1.6% del costo total (4 

billones de pesos colombianos), de los 376 billones de pesos colombianos, que se gastan 

en actividades de consumo intermedio. 

 Estos autores concluyen que la violencia en América Latina implica un “costo 

del 14.2% del PIB regional, con un rango del 5.1% para Perú, los factores más 

correlacionados con niveles menores de violencia son una buena calidad en la educación 

y un crecimiento económico equitativo” (Londoño y Guerrero, 2000, p. 24).  

 La violencia no tiene necesariamente un efecto lineal sobre el desempeño 

económico, porque las empresas internalizan sus costos a través de pagos de derechos de 

piso, robos, tecnología, para incrementar su protección (como cámaras de seguridad, 

rescates, costos de guardaespaldas, entre otros, en estas condiciones, la violencia podría 

afectar marginalmente tanto la demanda como la oferta laboral y las empresas pequeñas 

como Pymes, podrían dejar de operar haciendo que la demanda laboral se contraiga, de 

tal manera, que a corto plazo se espera una disminución en la oferta laboral. 

 En el caso de la violencia relacionada con el narcotráfico afecta el desempeño 

económico, porque muchos empresarios migran a ciudades o zonas, países más seguros, 

cerrando así sus negocios. 

 Según Mc Collister, Frencha y Fang (2010), los costos de la violencia, incluyen 

costos tangibles e intangibles.  Los tangibles son todas las actividades relacionadas con 

la prevención y el castigo de la violencia, como inversiones, gastos y pérdidas materiales 
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y las actividades violentas relacionadas con delitos
3
.  Los costos intangibles son más 

difíciles de valuar, comprenden estimados de la pérdida de calidad de vida de las 

víctimas (Mc Collister, French y Fang, 2010, p. 17); cambios en la conducta, traumas 

personales (Soares, 2009, p. 18), pérdida de la confianza interpersonal y del capital 

social debido al miedo, pérdida del orden y de la libertad. 

 El Banco Mundial utiliza un panel, para estudiar el impacto de las tasas de 

crímenes violentos (aproximados por las tasas de homicidios) en el crecimiento 

económico de un país.  El reporte (Banco Mundial), estima que una disminución de 10 

homicidios por cada 100.000 habitantes produce durante los cinco años siguientes un 

incremento en el PIB per cápita de entre 0.7% y 2.9%, según la especificación que se 

utilice (Banco Mundial, 2008). 

 Londoño y Guerrero (2000) emplean estudios para los casos de Brasil, Colombia, 

El Salvador, México, Perú, Venezuela y analiza los costos estimados de la violencia, los 

autores, analizan cuatro componentes: pérdidas en salud, pérdidas materiales, deterioro 

del consumo, del trabajo y disminución de las transacciones entre las personas” 

(Londoño y Guerrero, 2000). 

 Es importante dejar claro que en el debate sobre los procesos de reparación y 

reconciliación de víctimas con sus victimarios, ante una inminente paz entre los actores 

del proceso, vale la pena señalar, que si la reparación es condición para la reconciliación, 

el dificultarla contribuye a la reproducción de una fragmentación social y a una 

revictimización, teniendo en cuenta que en la sociedad civil, muchas organizaciones 

quieren el olvido de las víctimas, pero no puede existir memoria cero, que olvide los 

                                            
3
 McCollister, French y Fang.  (2010) usan una estrategia diferente: estiman los costos intangibles de la 

violencia a partir de los costos de sufrimiento y estrés manifestados en las sentencias legales a favor de las 

víctimas.    
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horrores del pasado, debe reconocerse el posicionamiento de las personas en la narrativa 

identitaria y la memoria histórica, necesariamente colectiva y de gran escala.  La primera 

implica de suyo no solo una “permanente reconstrucción del pasado en el presente” 

(Harré y Van Langenhove, 1991), sino la “construcción de relativos indentitarios con 

mejor forma, terapéuticamente empoderantes y sanadores, que liberen los recursos 

emocionales para proyectar el propio ciclo vital” y construir un proyecto de vida (Sluzki, 

2006, p. 38). 

 Los empresarios consideran que en tiempo de paz, se invertiría más en 

productividad, innovación y empleabilidad, se podría afirmar, que los dividendos de la 

paz podrían ser 1.77 puntos adicionales a la Economía Colombiana. 
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